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Resumen 

Este estudio analiza el impacto de los mecanismos de control social formal e 

informal en la promoción y protección de los derechos humanos en el contexto 

de tensiones políticas, económicas y sociales. Desde un enfoque hermenéutico-

jurídico, se examinan prácticas como la vigilancia estatal, la 
instrumentalización de leyes y la implementación de tecnologías de control, 

identificando su relación con las garantías fundamentales. La investigación 

destaca la episteme de los derechos humanos como un marco crítico capaz de 
equilibrar las demandas de seguridad con el respeto a la dignidad humana, 

subrayando la necesidad de articular estrategias que eviten la exclusión y 

promuevan la justicia. Asimismo, se señalan los desafíos asociados a los 
mecanismos formales de control, como la restricción de libertades 

fundamentales, y se exploran los valores universales como guías de estas 
políticas hacia enfoques más inclusivos y respetuosos de los derechos. El 

estudio concluye que el control social formal e informal, lejos de ser 

herramientas neutrales, influye directamente en la dinámica de promoción y 
protección de los derechos humanos. Por ello, se propone la episteme de los 

derechos humanos como una herramienta indispensable para analizar y 
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rediseñar estas prácticas, promoviendo cambios estructurales que contribuyan 

a sociedades más justas y democráticas. 

Palabras clave: Control social, derechos humanos, episteme, mecanismos 

formales e informales 

 

Episteme of human rights as a conceptual framework for 

evaluating formal and informal social control practices  

Abstract 

This study analyzes the impact of formal and informal social control 

mechanisms on the promotion and protection of human rights in the context 

of political, economic, and social tensions. From a hermeneutic-legal 

approach, it examines practices such as state surveillance, the 

instrumentalization of laws, and the implementation of control technologies, 

identifying their relationship with fundamental guarantees. The research 
highlights the episteme of human rights as a critical framework capable of 

balancing security demands with respect for human dignity, emphasizing the 

need to articulate strategies that prevent exclusion and promote justice. It 
also addresses the challenges associated with formal control mechanisms, 

such as the restriction of fundamental freedoms, and explores universal 

values as guides for these policies toward more inclusive and rights-
respecting approaches. The study concludes that formal and informal social 

control mechanisms, far from being neutral tools, directly influence the 

dynamics of human rights promotion and protection. Therefore, it proposes 
the episteme of human rights as an indispensable tool for analyzing and 

redesigning these practices, promoting structural changes that contribute to 

more just and democratic societies. 

Keywords: Social control, human rights, episteme, formal and informal 

mechanisms 
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Introducción 

En el contexto de los sistemas de protección de derechos humanos, la 
episteme de los derechos humanos representa un marco esencial para analizar 

críticamente las prácticas de control social formal e informal. Este enfoque 

permite identificar cuáles de estas prácticas son compatibles con la protección 

y promoción de los derechos fundamentales y cuáles, por el contrario, 

contribuyen a su vulneración. En este sentido se examina la relación entre los 

principios fundamentales de los derechos humanos y los mecanismos de 
control social, particularmente en contextos donde las estructuras de poder 

tienden a instrumentalizar cada una de las instituciones involucradas en su 

materialización. 

Con base en la disertación realizada en las sesiones de clases de la Dra. 

Luisa Rojas en el marco del programa del postdoctorado en Derechos 

Humanos, se destaca que la episteme de los derechos humanos permite un 
análisis crítico multidisciplinario de las prácticas de control social 

reconociendo que este enfoque combina elementos de teorías jurídicas, 

sociales y políticas que permiten evaluar las normativas y políticas públicas 
que en la praxis podrían reforzar prácticas de exclusión o represión. En 

particular, el control social formal, entendido como la regulación ejercida por 

instituciones como el sistema penal o las fuerzas de seguridad, debe ser 

revisado a la luz de los principios de dignidad, igualdad y justicia. 

A través del análisis teórico, se evidencia que los mecanismos de control 

social formal e informal han sido utilizado para limitar derechos fundamentales 
como la libertad de expresión, el acceso a la justicia y la protección contra 

detenciones arbitrarias (Habermas, 1994). Estas prácticas generan entornos de 
exclusión que vulneran la dignidad humana. Así, la episteme de los derechos 

humanos aporta herramientas conceptuales para cuestionar estas prácticas y 

proponer alternativas que fortalezcan la protección de los derechos 

fundamentales. 

Bajo este marco de análisis, la episteme de los derechos humanos se 

presenta como una herramienta crítica para evaluar las prácticas de control 
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social formal e informal, destacando su potencial para promover cambios 

estructurales que fortalezcan la protección de los derechos fundamentales. En 
un contexto de crisis política, económica y social esta perspectiva resulta 

especialmente relevante para garantizar que las políticas de control no sean un 

obstáculo para la democracia, sino un medio para consolidarla.  

El objetivo general del estudio consistió en analizar la relación entre la 

episteme de los derechos humanos y los mecanismos de control social formal 

e informal, identificando los elementos que fortalecen la protección de los 
derechos fundamentales y aquellos que contribuyen a su vulneración. De allí 

que la pregunta que guio la investigación se formuló del siguiente modo 

¿Cómo contribuye la episteme de los derechos humanos a evaluar críticamente 
las prácticas de control social formal e informal en contextos de crisis política, 

económica y social, y a proponer alternativas que promuevan la protección de 

los derechos fundamentales? 

Metodología 

Este estudio adopta un enfoque hermenéutico-jurídico (Rehman, 2010), 

que permite analizar las interacciones entre las prácticas de control social y los 
derechos humanos a partir de una perspectiva crítica y multidisciplinaria. Este 

enfoque combina elementos de teorías jurídicas, sociales y filosóficas para 

evaluar las normativas y políticas públicas en el reforzamiento o vulneración 

de las garantías fundamentales. 

El diseño de esta investigación es cualitativo y exploratorio, orientado a 

comprender la interacción de los mecanismos de control social formal e 
informal con la episteme de los derechos humanos. Se empleó una revisión 

bibliográfica exhaustiva como estrategia principal para recopilar y analizar 

datos. 

La recolección de datos se basó en un análisis documental que incluyó la 

revisión de textos fundamentales sobre control social y derechos humanos 
(Berger & Luckmann, 1967; Cohen, 1985; Foucault, 1975), y una revisión 

crítica de instrumentos jurídicos internacionales y regionales, como la 
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Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (1969). 

El análisis se realizó mediante una metodología de interpretación crítica, 

integrando teorías de autores como Habermas (1994), Sousa Santos (2014) y 

Donnelly (2013). Este enfoque permitió identificar patrones y contradicciones 

en las prácticas de control social y su relación con la protección de los derechos 

humanos. 

El estudio está limitado a una perspectiva teórica y a un análisis 
documental, lo que puede restringir su aplicabilidad directa a contextos 

específicos. Sin embargo, estas limitaciones se compensan con la profundidad 

conceptual y el rigor metodológico empleados. 

Resultados y discusión  

- La episteme de los Derechos Humanos como fundamento 

conceptual 

El concepto de episteme, introducido por Michel Foucault (1969), se 

refiere a la estructura de conocimiento que define las formas de pensar y actuar 

en un tiempo y espacio determinados. Aplicado a los derechos humanos, este 
marco conceptual ofrece una perspectiva integral para comprender la 

evolución de los derechos como respuesta a las complejas interacciones entre 

poder, justicia y dignidad humana. De allí que la episteme de los derechos 
humanos trasciende la simple normativa legal y se consolida como una guía 

filosófica y práctica para la construcción de sociedades más justas. 

La episteme de los derechos humanos abarca tres dimensiones 
fundamentales según Foucault (1969), la primera, la universalidad, que 

reconoce que los derechos humanos son inherentes a todos los individuos, 

independientemente de su contexto histórico o cultural, la segunda, la 

interdependencia, que establece que los derechos no pueden ser abordados de 

forma aislada, pues cada uno depende de otros para su efectiva realización, y 
finalmente, la transformatividad, que considera que la lucha por los derechos 

humanos es un proceso continuo, que debe adaptarse a las nuevas realidades 
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sociales y tecnológicas de cada nación, y del mundo en general, ya que estas 

dimensiones reflejan un cambio paradigmático en la forma en que las 
sociedades comprenden la justicia, integrando aspectos éticos, culturales y 

políticos (Donnelly, 2013). 

Históricamente, la episteme de los derechos humanos ha evolucionado en 

respuesta a eventos transformadores como las revoluciones, las guerras 

mundiales y los movimientos sociales. Por ejemplo, la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos de 1948 representó un punto de inflexión al 
consolidar un lenguaje común sobre dignidad y libertad. Este documento no 

solo establece principios fundamentales, sino que también inició un proceso de 

reinterpretación constante que ha permitido su adaptación a contextos diversos. 
Asimismo, los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966 expandieron estos 

principios a nivel global, generando un sistema integral de protección que 
continúa influenciando la forma en que las sociedades entienden y aplican los 

derechos humanos. 

En América, este desarrollo fue complementado por la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, que reafirmó 

valores esenciales y promovió la justicia en la región. Más adelante, la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 estableció un marco 

vinculante que consolidó derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 

culturales, sirviendo como un pilar normativo para los Estados miembros. Este 

entramado normativo refleja la capacidad de la episteme de los derechos 
humanos para adaptarse y responder a los desafíos de un mundo en constante 

cambio. 

Particularmente, la incorporación de perspectivas de género, la protección 

de grupos vulnerables y el reconocimiento de derechos colectivos de los 

indígenas son manifestaciones de la expansión y redefinición de esta episteme 
en el tiempo. En efecto, la episteme de los derechos humanos sirve como una 

lente crítica para evaluar políticas y prácticas en diferentes contextos. Por 

ejemplo, en el ámbito del control social, permite cuestionar medidas que, bajo 
la justificación de mantener el orden, terminan por restringir derechos 
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fundamentales. En este sentido, se exige un balance entre seguridad y libertad, 

proponiendo que las intervenciones estatales estén guiadas por principios de 

proporcionalidad, necesidad y respeto a la dignidad humana. 

Ahora bien, en un mundo marcado por la globalización y los avances 

tecnológicos, la episteme de los derechos humanos enfrenta nuevos retos. 

Temas como la privacidad digital, la inteligencia artificial y el cambio 

climático demandan una reinterpretación de los derechos tradicionales para 

incluir problemáticas emergentes. Asimismo, la creciente desigualdad y los 
conflictos políticos subrayan la necesidad de fortalecer este marco conceptual 

para garantizar su relevancia y aplicabilidad. 

De acuerdo con lo expuesto, la episteme de los derechos humanos no es 
solo un marco teórico, sino un proyecto ético y práctico para construir un 

mundo más equitativo. Al posicionar la dignidad humana como eje central, 

ofrece herramientas para enfrentar los desafíos contemporáneos y transformar 
las estructuras sociales. En este sentido, su aplicación no se limita a un ámbito 

específico, sino que permea todas las esferas de la vida colectiva, reafirmando 

su valor universal y atemporal. 

- Control social formal e informal y su impacto en la episteme de los 

derechos humanos.  

El control social, entendido como el conjunto de mecanismos que regulan 
el comportamiento en una sociedad, puede dividirse en formal e informal. 

Mientras que el control social informal opera a través de las costumbres, 

valores y normas implícitas que guían la conducta de los individuos, el control 
social formal se asocia a instituciones y normativas explícitas. Ambos tipos 

tienen un impacto significativo en la construcción de la realidad social y en la 
forma en que se aplican y comprenden los derechos humanos, para esto se 

abordaran, de forma lacónica, las contribuciones de autores como Foucault 

(1969), Habermas (1994) y Sousa Santos (2014). 

Precisamente, el control social formal se refiere a los mecanismos 

institucionales diseñados para garantizar el orden y la estabilidad en la 

sociedad. Esto incluye leyes, reglamentos y sanciones implementadas por 
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entidades como el sistema judicial, las fuerzas de seguridad y las instituciones 

educativas. Según Reiman y Leighton (2017), estas estructuras buscan no solo 
regular el comportamiento, sino también legitimar el poder del Estado al 

presentarlo como un garante de la seguridad y la justicia. 

Foucault (1975) enfatiza que el control social formal está profundamente 

vinculado a las prácticas de vigilancia y disciplina que moldean los 

comportamientos individuales y colectivos. Por ejemplo, el sistema 

penitenciario no solo castiga a quienes infringen las leyes, sino que también 
establece normas sobre lo que se considera aceptable o desviado en la sociedad. 

Estas dinámicas pueden reforzar estructuras de desigualdad al aplicar 

sanciones de manera desproporcionada a ciertos grupos sociales. 

Aunque el control social formal e informal operan de manera distinta, 

ambos están interrelacionados y pueden reforzarse mutuamente. Las 

instituciones formales a menudo legitiman las normas informales, mientras que 
las dinámicas sociales informales pueden influir en la creación de leyes y 

políticas públicas. 

Habermas (1994) destaca que las esferas públicas institucionalizadas y no 
institucionalizadas coexisten, generando un diálogo constante entre las normas 

formales e informales. Por ejemplo, en contextos donde las leyes formales no 

son suficientes para garantizar el orden, las normas informales pueden llenar 

este vacío, proporcionando cohesión social. Sin embargo, esto también puede 

generar tensiones cuando las normas culturales locales contradicen los 

principios de los derechos humanos universales, como ocurre en sociedades 
donde las tradiciones justifican la discriminación de género o la exclusión de 

ciertos grupos. 

Del mismo modo, el control social formal puede actuar como un protector 

de los derechos humanos al establecer mecanismos legales para su promoción 

y protección. Por ejemplo, los sistemas judiciales que garantizan la igualdad 
ante la ley son fundamentales para prevenir abusos y promover la justicia 

(Donnelly, 2013). Sin embargo, cuando estas instituciones son mal 
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administradas o utilizadas para fines represivos, pueden convertirse en 

herramientas de opresión. 

Por otro lado, el control social informal, aunque más flexible, también 

puede perpetuar desigualdades al reforzar prejuicios y estereotipos. Sousa 

Santos (2014) argumenta que es crucial equilibrar los valores universales de 

los derechos humanos con los conocimientos y prácticas locales, permitiendo 

un diálogo constructivo que evite la imposición cultural. 

En perfecta síntesis, el control social formal e informal desempeñan roles 
complementarios y, a veces, contradictorios en la regulación de las sociedades. 

Mientras el control formal establece normas explícitas y sanciones claras, el 

control informal moldea las actitudes y valores que sostienen estas normas. 
Ambos tienen el potencial de promover o limitar los derechos humanos, 

dependiendo de su implementación, pero además de la percepción que se tenga 

de estos en diferentes contextos culturales y sociales.  

Desde esta perspectiva, la episteme de los derechos humanos ofrece un 

marco crítico para analizar estas dinámicas, destacando la importancia de 

garantizar que los mecanismos de control, tanto formales como informales, 

contribuyan a la dignidad, la justicia y la igualdad. 

- Control social y Derechos Humanos como límites de la actuación 

del Estado 

Es importante entender que, los derechos humanos son, ante todo, una 

barrera frente a los excesos de poder. En el contexto del control social, actúan 

como un contrapeso ético y jurídico para garantizar que las intervenciones 
estatales respeten los principios de dignidad humana, igualdad y justicia. 

Según Donnelly (2013), los derechos humanos representan barreras éticas y 
legales que protegen a los individuos frente a posibles abusos de poder por 

parte de las autoridades. En este sentido, el control social, ya sea formal o 

informal, debe respetar estos principios para garantizar una actuación estatal 

legítima. 
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Foucault (1975) señala que, si bien el control social es necesario para 

mantener el orden, su aplicación puede derivar en prácticas disciplinarias 
opresivas. Por ejemplo, sistemas penitenciarios excesivamente punitivos o 

políticas de vigilancia masiva pueden vulnerar derechos como la privacidad, la 

libertad de expresión o el debido proceso. Este tipo de tensiones subraya la 
importancia de garantizar que las estrategias de control sean proporcionales, 

necesarias y alineadas con los estándares internacionales de derechos humanos 

contenidos en los instrumentos jurídicos de orden universal. 

Habermas (1994) destaca que el Estado tiene la responsabilidad de 

equilibrar el control social con la promoción de la autonomía ciudadana. Esto 

implica no solo evitar acciones represivas, sino también crear espacios donde 
los individuos puedan ejercer plenamente sus derechos. En este contexto, los 

derechos humanos actúan como una guía para definir los límites éticos y 

legales del poder estatal, garantizando que este no se convierta en una 

herramienta de opresión. 

En el ámbito contemporáneo, el equilibrio entre control social y derechos 

humanos enfrenta constantes desafíos. Párraga Meléndez (2023) señala que las 
políticas de control social deben enmarcarse en un sistema jurídico que 

equilibre la seguridad jurídica con los derechos humanos. Sin embargo, en la 

práctica, muchos regímenes estatales utilizan el control social como una 

herramienta para perpetuar estructuras de poder, justificando restricciones a las 

libertades individuales bajo argumentos de seguridad nacional o estabilidad 

política. 

El análisis de Cohen (1985) sobre las dinámicas de control social aporta 

una comprensión más amplia de la materialización de estas prácticas en los 
contextos modernos. En su obra Visiones de Control Social, el autor aborda 

las clasificaciones y patrones de las políticas de control, destacando la 

expansión de las estructuras punitivas afectando desproporcionadamente a 
ciertos grupos sociales. Este fenómeno, que Cohen (1985) denomina como la 

\"dispersión del control\", subraya la importancia de que las medidas 

disciplinarias sean proporcionales, transparentes y coherentes con los 

estándares internacionales de derechos humanos. 
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Otro aspecto que es necesario explorar es la incorporación de tecnologías 

masivas, como el uso de datos y redes sociales en virtud de que ha generado 
un nuevo paradigma en las políticas de control social. Según Párraga Meléndez 

(2023), estas herramientas, aunque invisibles en su implementación, tienen un 

impacto significativo en la vigilancia y supervisión de las conductas 
ciudadanas. Este nuevo tipo de control social, que combina aspectos formales 

e informales, plantea riesgos para la privacidad y la libertad de expresión, al 

mismo tiempo que refuerza la capacidad del Estado para regular y predecir 

comportamientos colectivos. 

Es precisamente la confluencia de estos elementos lo que permite volver 

la mirada sobre los derechos humanos, en tanto que estos actúan como límites 
éticos y jurídicos garantizando que el control social no se convierta en una 

herramienta de represión. La interacción entre control social formal e informal 

resalta la importancia de diseñar políticas públicas que respeten la dignidad 
humana y promuevan la justicia. Solo a través de un enfoque crítico y 

equilibrado se podrá asegurar que el ejercicio del control social contribuya al 

bienestar colectivo sin sacrificar los derechos individuales. 

- Tensiones entre el control formal e informal y los derechos 

humanos.  

La interacción entre los mecanismos de control social formal e informal y 

los derechos humanos constituye un terreno complejo para analizar las 

implicaciones del poder estatal y las dinámicas sociales en la regulación de la 

conducta colectiva. En las últimas décadas, numerosos contextos políticos, 
económicos y sociales han evidenciado transformaciones que han alterado 

significativamente estos mecanismos, generando tensiones entre la promoción 

del orden y la protección de los derechos fundamentales. 

El control social formal, estrechamente vinculado a las instituciones del 

Estado, actúa como un regulador principal a través de leyes, políticas y 
sistemas judiciales que, en ciertos casos, han sido instrumentalizados para 

consolidar sistemas de poder en nombre de la estabilidad y la seguridad. Según 

Párraga Meléndez (2023), estas estrategias pueden incluir normativas 
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diseñadas para limitar libertades fundamentales, como la libertad de expresión, 

el acceso a información independiente y la libertad de asociación. Estas 
medidas, aunque justificadas bajo el pretexto de mantener el orden público, 

pueden derivar en restricciones significativas de los derechos fundamentales. 

Por ejemplo, en diversos contextos, normativas específicas han sido 

utilizadas para regular y sancionar la disidencia bajo argumentos de seguridad 

nacional o estabilidad política, lo que constituye un tipo de control social 

formal que pone en riesgo principios fundamentales como la libertad de 
expresión. El sistema penitenciario también ilustra cómo el control 

disciplinario, descrito por Foucault (1975), puede intensificarse en momentos 

de crisis social, no solo cumpliendo funciones punitivas, sino también 
operando como una herramienta de disuasión política frente a opositores y 

manifestantes. Esto refleja las tensiones inherentes entre las políticas de 

seguridad y el respeto a los derechos humanos. 

Además, las fuerzas de seguridad suelen ser empleadas como instrumentos 

para mantener el orden en espacios públicos, a menudo de manera 

desproporcionada y represiva. Estas acciones evidencian un desvío de los 
estándares internacionales de proporcionalidad y necesidad, lo que refuerza la 

importancia de garantizar un control social alineado con los principios de 

dignidad humana, justicia y equidad. 

El uso de tecnologías avanzadas también amplía las capacidades del 

control social formal. Herramientas digitales, como el monitoreo de redes 

sociales, la supervisión de comunicaciones y la restricción de acceso a 
contenidos, representan formas de control social menos visibles, pero con 

implicaciones profundas para derechos como la privacidad y la libertad de 
expresión. Según Párraga Meléndez (2023), estas prácticas, aunque 

presentadas como mecanismos para la eficiencia administrativa o la seguridad, 

pueden reforzar dinámicas de control y dependencia de la población hacia 

estructuras estatales. 

Estas tensiones subrayan la necesidad de equilibrar el control social con 

el respeto a los derechos humanos. Habermas (1994) destaca que la legitimidad 
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del control social radica en su capacidad para empoderar a los ciudadanos, 

promoviendo su autonomía y garantizando espacios para el ejercicio pleno de 
sus derechos. Sin embargo, cuando las instituciones encargadas de 

implementar y supervisar el control social carecen de independencia, las 

posibilidades de fiscalización y rendición de cuentas se ven significativamente 

limitadas. 

Desde esta perspectiva, resulta esencial diseñar políticas públicas que 

respeten la dignidad humana, promuevan la justicia y eviten prácticas 
represivas que vulneren los derechos fundamentales. Solo a través de un 

enfoque crítico y equilibrado se podrá garantizar que las políticas de control 

social contribuyan al bienestar colectivo sin sacrificar las libertades 

individuales. 

- Acciones para abordar las tensiones entre el control social y los 

derechos humanos en América Latina 

Para abordar las tensiones entre el control social y los derechos humanos 

en América Latina, es esencial partir de la episteme de los derechos humanos 

como un marco transformador que priorice la dignidad, la justicia y la 
igualdad. En esta región, las políticas de control social enfrentan desafíos 

relacionados con las desigualdades estructurales, la concentración del poder y 

el uso creciente de tecnologías de vigilancia. Por ello, es necesario proponer 

acciones concretas que respondan a estas realidades. 

En primer lugar, es fundamental revisar y reformar las normativas 

existentes, asegurando que estén alineadas con estándares internacionales 
como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, respecto de la protección 
integral de los derechos fundamentales. Esta revisión debe considerar aspectos 

clave como la garantía de la igualdad ante la ley, la prohibición de la 

discriminación, el derecho a la privacidad, la libertad de expresión y la 

protección frente a detenciones arbitrarias. 

Es prioritario que las normativas nacionales no solo estén en consonancia 

con estos estándares, sino que también sean aplicables y efectivas en la 
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práctica, evitando interpretaciones que puedan justificar abusos de poder. Por 

ejemplo, leyes relacionadas con la seguridad y el orden público deben ser 
cuidadosamente analizadas para garantizar que no sirvan como herramientas 

para restringir libertades fundamentales bajo el pretexto de proteger la 

estabilidad del Estado. 

Asimismo, se debe incorporar la perspectiva de los derechos colectivos, 

asegurando que los marcos legales reconozcan y respeten los derechos de 

comunidades indígenas, minorías étnicas y otros grupos vulnerables. Esto 
implica, como señala Donnelly (2013), desarrollar instrumentos normativos 

que combinen la universalidad de los derechos humanos con la especificidad 

cultural, permitiendo un equilibrio entre valores locales y principios globales. 

Por último, esta reforma debe incluir mecanismos efectivos de 

implementación y supervisión, como la creación de organismos 

independientes que vigilen el cumplimiento de las leyes reformadas. Esto 
asegura que la normativa no solo quede plasmada en el papel, sino que también 

tenga un impacto real en la protección y promoción de los derechos humanos. 

Habermas (1994) destaca que la legitimidad de las normativas depende de su 
capacidad para empoderar a los ciudadanos y garantizar un marco jurídico que 

sea inclusivo, equitativo y respetuoso de la dignidad humana. 

En este sentido, revisar y reformar las normativas existentes es un paso 

esencial para construir sistemas legales que no solo estén alineados con los 

estándares internacionales, sino que también respondan a las necesidades 

específicas de los contextos locales, promoviendo sociedades más justas y 
democráticas, ya que las leyes deben ser instrumentos para garantizar derechos 

y no herramientas de control desproporcionado. Según Donnelly (2013), esto 
implica evaluar continuamente las normativas para evitar que refuercen 

prácticas de exclusión o vulneración de derechos. 

Asimismo, se debe fortalecer la independencia de las instituciones 
encargadas de supervisar el control social, asegurando que su actuación esté 

guiada por principios de transparencia, imparcialidad y autonomía. Habermas 

(1994) destaca que una sociedad democrática requiere instituciones que no 
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solo sean independientes de influencias externas, sino que también actúen 

como garantes efectivos de los derechos fundamentales, protegiendo a la 

ciudadanía de posibles excesos del poder estatal. 

Una acción concreta es la creación de marcos legales que refuercen la 

autonomía de estas instituciones, protegiéndolas de injerencias políticas o 

económicas. Esto implica establecer normas claras sobre la selección, 

formación y desempeño de sus integrantes, priorizando criterios técnicos y 

éticos sobre afiliaciones partidistas. Por ejemplo, los nombramientos de jueces, 
fiscales y otros actores fundamentales deben regirse por procesos públicos y 

transparentes que aseguren la idoneidad y el compromiso con los derechos 

humanos. 

Paralelamente, es prioritario implementar programas de capacitación 

continua para funcionarios públicos, con un enfoque específico en los derechos 

humanos. Estos programas deben abordar temas como el principio de 
proporcionalidad, la justicia restaurativa y el respeto por la dignidad humana, 

asegurando que los funcionarios comprendan las implicaciones éticas y legales 

de sus decisiones. Esto no solo fomenta prácticas más justas, sino que también 

reduce la probabilidad de abusos de poder. 

Además, se deben desarrollar mecanismos de supervisión y rendición de 

cuentas dentro de estas instituciones. En efecto, la creación de unidades 

internas y externas de auditoría que evalúen regularmente el cumplimiento de 

los estándares internacionales de derechos humanos en las políticas y acciones 

implementadas. Estas auditorías deben ser independientes, públicas y 
accesibles, garantizando la transparencia en los resultados y las 

recomendaciones. 

Por último, es fundamental fortalecer los canales de comunicación entre 

las instituciones y la ciudadanía. Establecer espacios de diálogo participativo 

permite que las comunidades expresen sus preocupaciones sobre posibles 
vulneraciones de derechos y evalúen el desempeño institucional. Este enfoque 

participativo no solo mejora la confianza pública en las instituciones, sino que 
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también asegura que sus acciones reflejen las necesidades y expectativas de la 

sociedad. 

De este modo, acciones que permitan reforzar la independencia, la 

transparencia y la capacitación de las instituciones encargadas de supervisar el 

control social son esenciales para garantizar su legitimidad y efectividad. A 

través de acciones concretas como la regulación de nombramientos, la 

formación continua, las auditorías independientes y la participación ciudadana, 

se pueden construir instituciones sólidas que promuevan y protejan los 

derechos fundamentales en el marco de una sociedad democrática. 

El uso de tecnologías emergentes representa un desafío en el ámbito del 

control social, ya que, si no se regulan adecuadamente, pueden convertirse en 
herramientas opresivas que vulneren derechos fundamentales como la 

privacidad y la libertad de expresión. Foucault (1975) ya había advertido sobre 

los riesgos inherentes al uso de sistemas de vigilancia sin límites claros, 
señalando que estas herramientas, lejos de ser neutrales, tienden a reforzar 

dinámicas de poder que pueden excluir o controlar de manera 

desproporcionada a ciertos sectores de la población. 

Para evitar estos riesgos, es necesario establecer marcos éticos y legales 

que regulen el uso de estas tecnologías. Una legislación integral debe 

garantizar que los sistemas de vigilancia solo se utilicen con fines legítimos, 

definidos de manera específica y en contextos justificados, como la prevención 

de delitos graves o la protección de la seguridad pública. Esta normativa debe 

basarse en principios de proporcionalidad, necesidad y transparencia, 
asegurando que las tecnologías no se conviertan en un medio para limitar 

libertades fundamentales. 

Es indispensable además la creación de organismos independientes que 

supervisen el uso de tecnologías de vigilancia. Estas unidades deben contar con 

la capacidad de auditar sistemas tecnológicos, revisar prácticas de manejo de 
datos y sancionar posibles abusos. La transparencia en la gestión de datos 

ciudadanos es otro aspecto esencial; las instituciones públicas y privadas deben 

proporcionar información clara y accesible sobre qué datos recolectan, cómo 
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los usan y quién tiene acceso a ellos. Asimismo, se deben establecer 

mecanismos efectivos para que los ciudadanos puedan solicitar la eliminación 
de su información personal si consideran que se está utilizando de manera 

indebida. 

La educación y la sensibilización también juegan un papel fundamental en 

este contexto. Es necesario informar a la ciudadanía sobre sus derechos 

digitales, incluyendo el derecho a la privacidad y a la protección de sus datos. 

Campañas públicas, talleres educativos y recursos accesibles pueden 
empoderar a las personas para exigir mayor transparencia y responsabilizar a 

las instituciones por el uso de estas herramientas. 

Por otro lado, se deben fomentar prácticas tecnológicas responsables, 
promoviendo el diseño de sistemas que incorporen principios éticos desde su 

concepción. Esto incluye la implementación de medidas como la encriptación 

de datos, la anonimización de información personal y la prohibición de 
aplicaciones que puedan ser utilizadas con fines abusivos. La colaboración con 

actores internacionales también es fundamental, ya que permite establecer 

estándares comunes y compartir buenas prácticas en la regulación de 

tecnologías emergentes. 

Finalmente, es imprescindible realizar evaluaciones previas del impacto 

ético y social antes de implementar cualquier sistema de vigilancia. Estas 

evaluaciones deben considerar los riesgos potenciales para los derechos 

humanos y la cohesión social, asegurando que las tecnologías sirvan para 

fortalecer los valores democráticos y no para socavarlos. 

Regular el uso de tecnologías emergentes no solo es una cuestión de 

justicia, sino una necesidad para garantizar que estas herramientas se utilicen 
con responsabilidad y respeto hacia los derechos fundamentales. La 

privacidad, la libertad de expresión y la transparencia no pueden ser 

sacrificadas en nombre de la eficiencia o la seguridad; deben ser pilares 

inquebrantables en cualquier sociedad democrática. 

Además, el diálogo y la participación ciudadana son elementos clave para 

construir políticas públicas inclusivas. Sousa Santos (2014) resalta la 
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importancia de integrar saberes locales en la toma de decisiones, fomentando 

espacios donde las comunidades puedan expresar sus necesidades y colaborar 
en la búsqueda de soluciones. Esto no solo fortalece la cohesión social, sino 

que también legitima las políticas implementadas. 

La atención a grupos vulnerables debe ser prioritaria. Mujeres, niños, 

indígenas y migrantes enfrentan desafíos específicos que requieren un enfoque 

diferenciado. Como menciona Donnelly (2013), los derechos humanos deben 

interpretarse de manera inclusiva, respetando las diversidades culturales y 
sociales. Esto implica diseñar políticas que combinen enfoques universales con 

prácticas locales, garantizando la protección de los derechos colectivos e 

individuales. 

Por otro lado, la educación y la sensibilización en derechos humanos son 

esenciales para promover una cultura basada en la justicia y la igualdad. 

Habermas (1994) subraya que los derechos humanos deben formar parte del 
imaginario colectivo como principios fundamentales de convivencia. 

Incorporar estos contenidos en los currículos educativos y en campañas 

públicas puede generar un cambio profundo en la percepción ciudadana sobre 

su importancia. 

La rendición de cuentas y la supervisión independiente son fundamentales 

para garantizar que las políticas de control social respeten los derechos 

humanos. Según Cohen (1985), establecer mecanismos de denuncia accesibles 

y comisiones externas de monitoreo asegura la proporcionalidad y 

transparencia en las acciones estatales. 

Adoptar un enfoque transformador basado en la episteme de los derechos 

humanos permite enfrentar los desafíos contemporáneos, como el cambio 
climático y las desigualdades económicas, desde una perspectiva de justicia 

restaurativa. Foucault (1969) enfatiza que las políticas públicas deben 

adaptarse a las nuevas realidades sociales, priorizando la dignidad y el respeto 
por encima de la represión. Solo mediante estas acciones será posible 

equilibrar las demandas de seguridad con el respeto a los derechos 
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fundamentales, construyendo sociedades más justas y democráticas en 

América Latina. 

Conclusiones 

La episteme de los derechos humanos proporciona un enfoque 

transformador que prioriza la dignidad y la justicia, permitiendo reexaminar 

políticas de seguridad que frecuentemente sacrifican libertades fundamentales. 

Este marco conceptual subraya que las demandas legítimas de orden y 

seguridad no deben justificar medidas desproporcionadas o represivas que 
vulneren principios básicos como la igualdad, la privacidad y la participación 

ciudadana.   

El análisis evidencia que las leyes y normativas pueden ser utilizadas 
como herramientas de control en lugar de instrumentos de garantía de 

derechos. Cuando estas son empleadas para limitar libertades fundamentales, 

como la libertad de expresión o la privacidad, se socavan valores universales 
y se reduce la confianza en las instituciones encargadas de proteger los 

derechos humanos.   

Además, las tecnologías emergentes, en combinación con dinámicas 
informales, amplían el alcance del control social al monitorear y condicionar 

la conducta ciudadana. Herramientas tecnológicas utilizadas para vigilar y 

regular el comportamiento colectivo plantean retos significativos, resaltando 
la necesidad de un enfoque ético y transparente en su implementación para 

garantizar que no se vulneren derechos fundamentales.   

La episteme de los derechos humanos actúa como un eje normativo que 
permite identificar las contradicciones entre las políticas de control social y los 

valores éticos universales. Al integrar principios como la universalidad, la 
interdependencia y la transformatividad, esta perspectiva crítica no solo evalúa 

las medidas actuales, sino que también ofrece una hoja de ruta para diseñar 

políticas más inclusivas y justas.   

La investigación concluye que es fundamental reorientar las políticas de 

control social hacia modelos que respeten plenamente los derechos humanos. 
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Esto incluye reforzar la independencia de las instituciones encargadas de 

supervisar el control social, así como fomentar el diálogo entre las prácticas 

locales y los estándares internacionales.   

Finalmente, queda claro que el control social formal e informal, cuando 

no está alineado con los principios de dignidad y justicia, puede convertirse en 

una herramienta para perpetuar desigualdades y restringir libertades 

fundamentales. Por ello, es imprescindible adoptar un enfoque crítico, basado 

en la episteme de los derechos humanos, que permita equilibrar las demandas 
de seguridad con el respeto a los derechos fundamentales, garantizando así un 

entorno más justo y democrático.   
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